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			Advertencia



			El contenido, información, narrativas y documentación del presente libro se desprenden de un cúmulo de casi 100 testimonios provenientes de funcionarios de alto y medio rango de diversas instituciones públicas, principalmente del Poder Judicial federal, así como de litigantes que afirman conocer a los personajes aludidos aquí o su forma de trabajar. Por lo anterior, todas las observaciones del autor se basan exclusivamente en premisas fácticas narradas a este, así como en los registros de litigios y negocios puestos a la vista del periodista. No son, en ningún momento, elucubraciones o conjeturas personales. Las premisas en las cuales se sustentan las observaciones del autor son producto de la investigación, y de ninguna manera debe entenderse como propósito suyo afectar la consideración que de los sujetos aludidos tengan terceros o dañar su reputación. Esta obra es única y exclusivamente resultado de una indagación documentada y con fuentes sólidas que permiten formular los señalamientos que le fueron revelados al autor, a fin de aportar información sustancial para nutrir el criterio público y proporcionar una versión histórica. La identidad de los informantes, a petición suya y en ejercicio del secreto profesional, se ha mantenido bajo reserva. Dichas fuentes afirmaron actuar con veracidad y hay verosimilitud en la información que narraron o entregaron. Toda la información y afirmaciones contenidas en este libro son de interés público y no tienen intención de dañar.



			El testimonio en cuestión se hace público con el único propósito de informar y crear conciencia sobre la importancia de proteger la integridad de la impartición de justicia en México. Las situaciones y conductas descritas se basan en hechos observados y documentados, y como he dicho, sin intención de dañar a ninguna persona o entidad. Reconozco y respeto plenamente la presunción de inocencia y no busco juzgar a nadie; mi objetivo es simplemente, mediante el libre ejercicio de la libertad de expresión y el derecho a la información que tenemos como ciudadanos, hacer del conocimiento público hechos verídicos y relevantes, de interés público y que son necesarios para el debido ejercicio de la democracia en México.










			El poder es una tentación,



			atonta a los inteligentes



			y a los tontos los vuelve locos.



			ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR








			



			 



			Presentación



			La izquierda en México se ha caracterizado por su desconfianza frente al derecho. Esta disciplina, lejos de ser vista como un instrumento de transformación, ha sido vinculada al conservadurismo y percibida como una herramienta de los poderosos para mantener el statu quo. Por eso no extraña que entre los cuadros más destacados del pensamiento progresista en nuestro país figuren pocos juristas o abogados reconocidos. En general, quienes suelen ocuparse de esas actividades, antes que estar cerca de las necesidades más apremiantes de la gente, lo están del dinero, de las agendas y discursos de la clase dominante y de los partidos situados a la derecha del espectro político.



			A lo largo de su trayectoria política Andrés Manuel López Obrador no logró sustraerse de ese mismo recelo histórico que una parte importante de nuestra izquierda ha tenido frente al mundo de las leyes. El desprecio ante todo lo que tiene que ver con la legalidad, los abogados, los jueces, etcétera, caracterizó al movimiento obradorista desde su formación; fue una constante antes y durante el sexenio anterior y de alguna forma se mantiene en el actual. Esa postura dejó al gobierno de la autoproclamada Cuarta Transformación con una oferta limitada de cuadros capacitados para actuar en el terreno legal y conducir la relación entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial.



			Una de las grandes tragedias de la administración de López Obrador es que quienes llegaron a ocuparse de las cuestiones legales y estuvieron en la posición de actuar como operadores en el ámbito jurídico resultaron ser abogados de las élites económicas y políticas, bien educados en el arte de hacer dinero, o gente de dudosa solvencia ética que buscó acercarse al poder a partir de una enorme ambición que los llevaría a servirse de este para satisfacer intereses personales.



			Dos figuras encarnan de manera muy particular esa tragedia del obradorismo. Una y otra fueron capaces de infiltrarse hábilmente en el proyecto político de la izquierda hasta convertirse en piezas útiles al movimiento y luego al gobierno. A pesar de haber sido funcionales, su participación en la autoproclamada Cuarta Transformación los llevó a aprovecharse de esa debilidad estructural que históricamente ha caracterizado a la izquierda mexicana en su relación con el derecho, para convertirse en administradores o partícipes del negocio de la justicia.



			De quien inicialmente fue el más poderoso e influyente de los dos personajes —Julio Scherer Ibarra— me ocupé en mi libro Traición en Palacio. El negocio de la justicia en la 4T. En esta segunda entrega, dos años después, me concentro en la historia del segundo, que en gran medida inició como facilitador del primero, aunque paulatinamente fue encontrando el camino para materializar sus propias ambiciones y promover un proyecto de poder personal disfrazado discursivamente detrás de las banderas de la 4T: Arturo Fernando Zaldívar Lelo de Larrea.



			Este es el relato de un abogado de los ricos, que trabajó siempre para los ricos y cobró siempre como rico; que sirvió a los monopolios del país antes que al interés de las mayorías populares; que comenzó a construir sus redes políticas con el Partido Revolucionario Institucional (PRI), para luego echar mano del Partido Acción Nacional (PAN), y así materializar su deseo de llegar a la Suprema Corte. Es la historia de un abogado que, hasta que no vio una oportunidad y una conveniencia política en mostrar lo contrario, se situó en la trinchera ideológica opuesta a López Obrador y su movimiento, al abogar por los bancos en tiempos del Fondo Bancario de Protección al Ahorro (Fobaproa) e ir en contra del interés público, al defender la reforma energética del inefable Felipe Calderón y al acomodarse discursivamente al Pacto por México durante el sexenio de Peña Nieto. Es también la crónica de un hombre que, sin ningún tipo de formación de izquierda —aunque fingiendo una sensibilidad social—, logró de forma muy astuta infiltrarse en el proyecto obradorista y adoptar convenientemente el discurso de la 4T para hacer avanzar sus ambiciones de poder.



			Pero Zaldívar es un personaje de paradojas y claroscuros. Porque esta es también la historia de uno de los ministros más interesantes, disruptivos y astutos que en muchos años ha tenido en sus filas la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN). Es innegable, además, que al menos durante su primera etapa fue un juez constitucional capaz de inspirar a muchos actores a través de tesis y sentencias de avanzada que, en una lógica contramayoritaria para impulsar temas de derechos humanos, contribuyeron a ampliar las libertades y los derechos de la ciudadanía, especialmente de varios grupos discriminados de la sociedad.



			Tristemente, este hombre decidió sacrificar su propio legado como un gran juez constitucional al convertirse en un político encuadrado en los cánones y vicios tradicionales. Un hombre que terminó degradado por su propia vanidad, megalomanía y desmedida ambición de poder —incluso también de fama pública—, rasgos que no necesariamente caracterizaron a Scherer, quien priorizó más los negocios que podía hacer desde el poder, como lo señalé en Traición en Palacio.



			La historia que cuento aquí se da en un momento muy particular. Con la llegada de AMLO a la presidencia, cuando la oposición partidista quedó “moralmente derrotada”, el Poder Judicial, junto con el empresariado y el poder mediático, terminó por constituirse en uno de los principales refugios del conservadurismo. López Obrador logró fácilmente neutralizar dos de los tres espacios a través de los cuales habrían de actuar sus opositores: al gran empresariado lo encuadró desde que dio un golpe de autoridad, al cancelar el nuevo aeropuerto en Texcoco, y luego al cooptarlo a través de contratos y concesiones; a los medios supo darles la vuelta con mucha astucia, instalando una narrativa alterna cada mañana desde Palacio Nacional. Con el Poder Judicial, en cambio, el presidente topó con pared, salvo hacia los últimos meses de su mandato, cuando decidió adoptar una estrategia —extrema, radical y difícilmente comprensible para algunos— de promover la reforma judicial aprobada en septiembre de 2024.



			En el razonamiento obradorista, jueces, magistrados y ministros fueron vistos como un freno al proyecto transformador. AMLO los concebía —con una buena dosis de razón— como un grupo que buscaba ponerle palos a la rueda de la transformación, y a él mismo como presidente, pese a que la mayoría de los juzgadores no necesariamente tuvieran esa motivación. Desde un principio, López Obrador parece haber concebido que su proyecto político sería inviable sin cierto control político sobre los jueces. Para ello, sin embargo, no pudo o no supo echar mano de perfiles cercanos a la izquierda y, tristemente, tampoco de figuras con la mejor reputación dentro de ese mundo del derecho que prácticamente desconocía por completo.



			Sin involucrarse más en sus tareas ni preocuparse por conocer su modus operandi, AMLO confió en Scherer y Zaldívar como sus principales facilitadores en el terreno judicial, en gran medida para evitar que su proyecto político fuera saboteado por una agenda conservadora o que su gobierno sufriera un bloqueo constante. Al hacerlo, sin embargo, no logró darse cuenta de que en México quienes ejercen la función de intermediación y control sobre las y los juzgadores —como lo expuse en mi libro anterior— cobran un precio muy alto por sus servicios. Y es que las figuras que están dispuestas a gestionar los temas “de Estado” o que el Ejecutivo considera estratégicos, para ser más precisos, también suelen aprovechar su poder y la confianza que se deposita en ellos para promover negocios de carácter privado u obtener beneficios particulares de carácter extralegal.



			Concentrado en su agenda, y empeñado en impulsar sus reformas y hacer avanzar sus proyectos estratégicos, López Obrador percibió que Scherer y Zaldívar —esa dupla que controló la justicia entre 2019 y 2022, aunque el primero salió un año antes— le resultaban útiles, especialmente frente a un conjunto de jueces cada vez más propensos a tomar decisiones de política pública por medio de amparos, suspensiones y declaratorias de invalidez en un activismo judicial pocas veces visto en sexenios anteriores y que el presidente y su movimiento percibían —porque en buena medida así lo fue— como una extralimitación en sus funciones.



			Y a medida que esa conducta se acrecentaba, Arturo Zaldívar —que hábilmente logró colarse en su proyecto casi como si se tratara de un militante cuatroteísta de la primera hora— aprendió a interpretar los deseos de un presidente que cada vez más empezó a plantearse vencer al Poder Judicial. En un contexto así, Zaldívar se convirtió en facilitador de la agenda del Ejecutivo federal, al contribuir a mermar la ya dañada credibilidad de la cúpula judicial, primordialmente a través de un mecanismo de captura o presión sobre personas juzgadoras, más eficaz sobre jueces y magistrados federales, aunque habría de mostrarse cada vez más limitado para influir en los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. A tal punto resultó útil la actuación de Zaldívar que, en el momento en que buscó ampliar su mandato, so pretexto de poder instrumentar la primera reforma judicial de 2021, logró convencer al presidente de la República, quien le brindó todo su apoyo y lo seguiría haciendo durante el resto de su mandato.



			Más tarde, en enero de 2023, cuando Norma Piña llegó a la presidencia de la SCJN y cometió el error político de enfrentarse a un presidente inmensamente popular y usar la Corte para jugar a las fuercitas con López Obrador cual si comandara un partido de oposición, la 4T volvió a echar mano de Zaldívar para defender, promover e implementar una reforma que podría destruir al Poder Judicial como lo hemos conocido hasta ahora —o al menos desfigurarlo— y que hoy coloca a la nación entera ante una gran incertidumbre y considerables riesgos. Y así, pese a haber sido uno de los más estructurados críticos de la elección popular de jueces y magistrados, Zaldívar terminó por convertirse —al menos de dientes para afuera— en uno de sus mayores promotores y operadores.



			Aun así, quien crea que el ministro simplemente cambió su forma de pensar se equivoca. Como se observa hacia el final de esta obra, no fue un giro ideológico, sino un proyecto personal de poder y un intento de instrumentalizar la reforma para capturar al Poder Judicial en su propio beneficio.



			Arrojar luz sobre la forma en que Arturo Zaldívar operó el Poder Judicial y la SCJN es uno de los principales objetivos de este libro. El tema no es nuevo porque el rol que presuntamente jugó este personaje, como facilitador de los negocios judiciales del exconsejero jurídico de la Presidencia en tiempos de AMLO, ya fue abordado en Traición en Palacio. Allí, por cierto, el nombre de Arturo Zaldívar aparece mencionado más de 30 veces, pese a que él mismo negó públicamente cualquier participación en los hechos consignados, alegando que no había “testimonios de carne y hueso” que lo vincularan.1



			Varios de los hallazgos del libro anterior se robustecieron en sus líneas más generales el 9 de abril de 2024, cuando en plena campaña electoral2 se hizo pública una denuncia presentada ante el Consejo de la Judicatura Federal (CJF) en contra del expresidente de la Corte y 20 funcionarios más —incluido el exconsejero— por presionar, intimidar, extorsionar, así como acosar a jueces y magistrados del Poder Judicial de la Federación, con el fin de obtener resoluciones favorables al gobierno, pero sobre todo a los intereses personales y económicos de una serie de servidores públicos.



			Ni la descuidada redacción ni la imprecisión de ciertos pasajes de la denuncia, como tampoco su evidente motivación político-electoral (de forma imprudente y políticamente errada se presentó y admitió a dos meses de la elección presidencial), le restan materia a los hechos denunciados. Tampoco el hecho de que el Consejo de la Judicatura ya le dio carpetazo a la investigación. De hecho, unos días después de haberse presentado aquella imputación comenzaron a divulgarse una serie de testimonios —incluso con audios— que confirmaban la forma en que habían sido presionados algunos de los jueces. Inmediatamente percibí que el modus operandi descrito en el documento tiene varios elementos comunes a lo expuesto en Traición en Palacio y a lo que continué investigando en los meses que siguieron a su publicación.



			En esa investigación se muestra, entre otras cosas, cómo desde una posición de enorme poder el abogado del presidente pasó a controlar de forma cuasi monopólica el negocio de la justicia en México. Hasta entonces, ese negocio se había llevado a cabo de forma mucho más sigilosa entre varios actores. Se distribuía entre algunos ministros de la Corte, consejeros de la judicatura federal, alguno que otro legislador, político poderoso o abogado connotado, de esos que tienen la capacidad de abrir o cerrar las puertas del sistema. Con Scherer, sin embargo, la justicia pasó a ser controlada en gran medida por él y la red de negocios judiciales que presuntamente encabezó.



			Muy difícilmente eso hubiera sido posible sin el apoyo del entonces presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Arturo Zaldívar, quien, presumiblemente a cambio de poder y acceso al presidente —si no es que de algo más—, facilitó las transacciones del exconsejero. Zaldívar pudo hacer esto, en gran medida, gracias a que centralizó enormemente las decisiones del Poder Judicial en sus manos, al pasar por encima del Consejo de la Judicatura Federal y llevar los mecanismos de presión sobre jueces y magistrados más lejos de lo que tradicionalmente se había visto. Esta concentración de poder se vio favorecida, además, por la habilidad política del ministro y el creciente desprestigio del bloque de carrera encabezado por Luis María Aguilar, e incluso por los constantes ataques a los que estaban expuestos los jueces durante las mañaneras.



			Además de explorar una nueva arista —la polémica trayectoria de Arturo Zaldívar—, este libro profundiza en el mecanismo de captura y presión sobre jueces y magistrados del Poder Judicial Federal, y la forma en que fueron utilizados para satisfacer intereses particulares durante el sexenio obradorista. En un contexto como el actual, conocer la forma en que operan esos mecanismos de control político es clave para tratar de desmantelarlos y evitar que esta historia se repita, haciendo naufragar una reforma que tiene entre sus propósitos discursivos combatir la corrupción en el Poder Judicial.



			Es preocupante que después de recibir el bastón de mando, en octubre de 2024, Claudia Sheinbaum haya incorporado a Arturo Zaldívar a su equipo de campaña, un personaje que arrastraba los compromisos políticos de López Obrador y que ella se vio en la necesidad de adoptar. Como se mostrará en esta obra, sin embargo, Claudia Sheinbaum —quizás más firme frente a la corrupción que López Obrador— no confía en Zaldívar, pese a que el personaje en ciertos momentos pudiera serle útil. De hecho, al poco tiempo de ingresar al equipo de campaña de la actual presidenta de México, comenzó a ser cada vez más evidente que el ministro representaba un lastre, una fuente de problemas, si no es que incluso una bomba de tiempo. Así llegaron a decírselo, incluso, algunas voces influyentes.



			Entre algunos de los colaboradores de la presidenta con los que pude hablar, Zaldívar es visto como un buen asesor en temas legales y un elemento útil por su habilidad e inteligencia. Sin embargo, también se le percibe como un hombre con una agenda política y un juego muy propio que es necesario contener. En términos bélicos, una fuente lo explicó así: “Más que ser un soldado, lo que Zaldívar quiere es ser general y encabezar el Ejército. Frente a perfiles así hay que tener cuidado”. Otra fuente del entorno presidencial reflexionaba con cierta preocupación: “Antes que verle a Zaldívar valores y convicciones de izquierda o un compromiso con el proyecto, lo que se huele en el personaje es mucho oportunismo… Creo que es alguien que puede asesorar en la toma de decisiones, [pero] de ninguna manera ser quien las tome”.



			Es un hecho notorio que, cuando Sheinbaum asumió la presidencia de la República, Zaldívar no logró su ansiada ambición de situarse en el primer círculo de poder. El ministro no pudo siquiera convertirse en consejero jurídico, lo mínimo a lo que podría aspirar un expresidente de la Suprema Corte y un hombre con semejantes ansias de fama y poder. Aun así, como coordinador general de política y gobierno de la Presidencia de la República, Zaldívar influyó de forma importante en el curso de la reforma judicial y la presidenta lo incluyó en el Comité de Evaluación del Poder Ejecutivo, donde se seleccionaron a los candidatos que participarían en la primera elección judicial de nuestra historia.



			Desde esa posición, Zaldívar buscó controlar nuevamente una parte importante del sistema judicial y erigirse como uno de sus principales “cadeneros”, esos que deciden quién entra al sistema y qué nivel de influencia puede tener. Y aunque ciertamente el ministro pudo colocar a varios perfiles de su equipo, Sheinbaum —que intuye cuáles son las ambiciones de Zaldívar, aunque tal vez no tenga claridad sobre su forma de actuar— le impidió lograr su ansiado objetivo de capturar el nuevo Poder Judicial que habría de emanar de la elección de junio de 2025.



			FUENTES DE ESTA OBRA




			El ministro del poder. Un infiltrado en la 4T aporta más evidencias tangibles que mi libro anterior. A diferencia de aquel, pude tener acceso a más testimonios, entrevistas on the record, documentos y expedientes judiciales. Hoy no solo está la denuncia anónima de abril, el testimonio del juez Alberto Roldán Olvera, el de la jueza Sandra Leticia Robledo y el de la magistrada María Emilia Molina, sino también la investigación que llevó a cabo la Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas (UGIRA). Al respecto, la declaración que ante esa instancia presentó en junio de 2024 un excolaborador de Zaldívar, Arturo Guerrero Zazueta, constituye una pieza clave. El testimonio de quien fuera secretario de estudio y cuenta en la ponencia del ministro, y luego secretario ejecutivo del Pleno del Consejo de la Judicatura —ambos con Zaldívar—, viene a confirmar mucho de lo que se consigna en la denuncia anónima y es coincidente con mis propios hallazgos.



			En la parte documental, este libro también se nutre de una serie de listas de casos que se monitorearon directamente desde las oficinas de Carlos Alpízar para informar a Zaldívar y tratar de incidir en las decisiones de los juzgadores. Tomé conocimiento de la existencia de esas listas a partir de una mesa de debate televisivo entre Roberto Gil Zuarth y el propio Zaldívar, en la que el primero exhibió cómo los operadores del segundo monitoreaban a detalle el comportamiento de ciertos casos, sobre los cuales le informaban puntualmente al ministro presidente para poder incidir en las sentencias de diversas personas juzgadoras.



			A partir de ese momento me di a la tarea de indagar sobre ese sistema de monitoreo y pude obtener algunas listas de casos con información de la mayor relevancia, donde se incluyen temas estratégicos para el gobierno (los mal llamados “asuntos de Estado”), pero sobre todo —y sorprendentemente— asuntos privados que confirman la existencia de toda una maquinaria de negocios judiciales, cuyo principal —aunque no único operador— habría sido Carlos Alpízar, secretario general de la presidencia del Consejo de la Judicatura en tiempos de Zaldívar y el principal operador del ministro en el Poder Judicial. Arturo Zaldívar y Carlos Alpízar se conocieron en los años noventa cuando ambos trabajaron para el entonces procurador general de justicia del Distrito Federal, el zedillista José Antonio González Fernández.



			De forma minuciosa, estas listas —en las que cada caso era identificado con una palabra clave que solo conocían los funcionarios que trabajaban para Alpízar— detallan en qué instancias cayeron determinados asuntos (principalmente juzgados de distrito y tribunales de circuito, aunque algunos también se encontraban en la Suprema Corte), cuáles eran las partes en litigio, en qué estado se llevaban a cabo los procesos y quiénes eran sus ponentes.



			Logré también obtener, a partir del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes del Poder Judicial, numerosas sentencias emitidas en múltiples materias, donde figuran litigios relacionados con obras públicas, terrenos en disputa, cuestiones de impacto medioambiental, asuntos fiscales o administrativos, bloqueos de cuentas bancarias, contratos públicos, así como casos de corrupción vinculados al gobierno de Enrique Peña Nieto. Para tener mayor contexto, crucé esta información con notas de prensa y, en la medida de lo posible, consulté a jueces, magistrados o personal al interior de sus oficinas para conocer sus versiones.



			Es importante señalar que, pese a que más personas aceptaron dar sus nombres y compartir documentos para esta investigación en comparación con mi libro anterior, el miedo no ha dejado de ser un obstáculo que llevó a muchas de mis fuentes a ser cautelosas y solicitar no ser identificadas en estas páginas. Amparándome en el secreto profesional, no daré aquí sus nombres, pues así lo solicitaron expresamente.3



			No es fácil para un juez reconocer que ha sido presionado por un tercero, particularmente porque, de haber cedido a dichas presiones, estaría aceptando la posible comisión de un delito. No conversé con Arturo Zaldívar ni con Carlos Alpízar para este libro, salvo en una sola ocasión con cada uno de ellos, de modo off the record, cuando escribía Traición en Palacio. Haberlos hecho partícipes de esta publicación previamente, para incorporar su punto de vista, habría sido lo deseable según estándares periodísticos. Pero no vivimos en Suecia ni en Dinamarca, y estoy muy consciente de que eso podría haberme puesto en riesgo a mí, a mis fuentes e incluso a mis editores. Es altamente probable que, de haberlo hecho, este libro no hubiera logrado ser publicado.



			Afirmo lo anterior con pleno conocimiento de causa, pues desde que comencé a investigar temas vinculados al negocio de la justicia en México he enfrentado presiones en los medios para los cuales me he desempeñado; he recibido amenazas y he sido objeto de persecución judicial, no solo por parte de los aludidos, que se han escudado detrás de terceros, sino incluso desde las mismas instituciones que aparecen señaladas en Traición en Palacio, como son los jueces del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, comandado por Rafael Guerra Álvarez, y la fiscalía capitalina. En cualquier caso, me comprometo a abrirles espacios en mis redes sociales a las personas aquí mencionadas en caso de que tengan algo que decir.



			Las dificultades para escribir esta obra fueron muy diversas, dada la falta de información pública en los asuntos del Poder Judicial. Su persistente renuencia a responder solicitudes de transparencia y lo complejo de una estructura burocrática que impide acceder a información relevante, en muchos casos, fue un freno para tener datos más precisos y corroborar información proporcionada por mis fuentes. Al igual que otros periodistas que han buscado obtener información por los mecanismos de transparencia, me he enfrentado con que el Consejo de la Judicatura sistemáticamente se ampara en un criterio establecido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos (INAI) por el que se argumenta que no existe obligación de elaborar documentos ad hoc para responder a las solicitudes de acceso a la información.4 En la abrumadora mayoría de los casos, este suele ser el tipo de respuesta que ofrece el Consejo de la Judicatura Federal a los periodistas cuando le solicitamos información.5



			No fue fácil escribir este libro porque —como ya lo he señalado— lo hice en un contexto de persecución, acoso judicial y un propósito claro de censura, luego de la publicación de Traición en Palacio y mis participaciones sobre el negocio de la justicia en los medios. Primero lo hicieron a través de un poderoso grupo empresarial y mediático —¡beneficiado por contratos del gobierno actual!—, el cual se prestó a fungir como un instrumento indirecto para silenciarme, al interponer en mi contra una demanda por supuesto “daño moral” por una cantidad estratosférica. Más tarde vino una denuncia penal por un falso delito con el que sutilmente se me llegó a amenazar con prisión preventiva, en una acción que mostró de forma diáfana aquello de lo que son capaces los personajes que operan el negocio de la justicia en México con tal de conservar sus privilegios y seguir actuando como lo han hecho hasta ahora.



			Mi destino como periodista ha quedado en manos del Tribunal Superior de Justicia —controlado por Guerra, a quien señalo en mi libro anterior, junto con algunos de sus jueces de consigna— y de la Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México. Se trata, en ambos casos, de dos instituciones de cuyo nivel de captura hablé ampliamente en mi libro anterior. En otras palabras, el acoso comenzó a venir de las mismas instituciones a las que en su momento señalé y que ahora eran (son) juez y parte. Paradójicamente, ninguno de los aludidos en mi trabajo ha sido mínimamente llamado a rendir cuentas; tampoco se abrió una sola línea de investigación. El único que fue objeto de indagatorias y procesos judiciales, el que tuvo que pasar horas en juzgados y oficinas ministeriales y gastar grandes sumas de dinero en su defensa jurídica fue el periodista… ¿Acaso algo garantiza que no volverá a ser así?



			Estoy consciente de que este nuevo libro tendrá consecuencias, que seguirán presionando para apartarme de los medios y buscando ardides legales y argumentos baladíes en mi contra. Sé también que quienes quieren seguir controlando el negocio de la justicia en México volverán a usar el poder del dinero, su influencia política y su capacidad de torcer las instituciones de justicia (una justicia que podría ser cada vez más incierta para los ciudadanos en general y los periodistas en particular con la reforma judicial actual) no solo para disparar contra el mensajero y evitar que se escuche el mensaje, sino también para mandar una señal atemorizante a cualquiera que en el futuro busque indagar en sus oscuros negocios. Aun así, estoy convencido de que no hemos llegado a este punto para quedarnos callados ni dejarnos doblar. No voté por López Obrador en 2018 y por Claudia Sheinbaum en 2024 para vivir en un país donde se imponga el silencio por la fuerza.



			Cuando escribí Traición en Palacio sabía que Scherer y sus socios intentarían buscar alguna justificación —por ridícula que fuese— para proceder legalmente en mi contra o perjudicarme por cualquier vía, arguyendo que mi actividad periodística afectaría “su honra”. Así lo escribí en las primeras páginas del libro,6 y así ocurrió finalmente. Confieso, sin embargo, que nunca imaginé que pudieran hacer algo tan burdo como utilizar a un medio de comunicación para silenciar a un periodista. Nunca pensé que un medio, que ante todo debe defender la libertad de expresión, se prestara a algo así.



			Quienes me demandaron, por lo visto, ignoran el hecho de que nuestra Constitución protege esa libertad y que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en casos como el de Humberto Moreira contra Sergio Aguayo, ha señalado que, cuando está en pugna el derecho a la libertad de expresión frente al derecho al honor, el primero tiene un lugar preferente en el ordenamiento jurídico, al considerarse un derecho humano y constitucional fundamental. Aunque el político pueda olvidarlo, el ministro Arturo Zaldívar, destacado ponente en litigios como el de La Jornada vs. Letras Libres o el de Oceanografía vs. Contralínea, sabe todo esto porque como ministro fue autor de importantes tesis en la materia.7



			Quiero agradecer a todas aquellas personas que directa o indirectamente aceptaron colaborar con este esfuerzo. Estoy agradecido con mi asistente de investigación, Eduardo Núñez; con mis editores y todo el equipo de Penguin Random House; con quienes me han defendido en los distintos procesos legales que buscan silenciarme; con las organizaciones de defensa de periodistas que me han acompañado durante este tiempo (Artículo 19, Propuesta Cívica, el Comité de Protección a Periodistas, etcétera), y sobre todo con las muchas personas valientes que aceptaron romper el silencio y ser fuente de información para este trabajo, tanto aquellos que aceptaron que figuren sus nombres, como quienes desde un temor justificado han preferido que se mantenga reservada su identidad.
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			El abogado de los ricos



			La opción preferencial por los pobres es la filosofía en la que me formé desde muy joven. Ha guiado todas mis decisiones en el servicio público. Esa vena humanista late con fuerza en el proyecto de prosperidad compartida que encabeza @Claudiashein. Hoy y siempre, por el bien de todos, primero los pobres.



			Tuit de ARTURO ZALDÍVAR, 7 de mayo de 2024.1



			Arturo Zaldívar Lelo de Larrea nació el 9 de agosto de 1959 Santiago de Querétaro, en el seno de una familia de clase media; fue el primogénito del matrimonio entre Arturo Zaldívar García, un ingeniero mecánico electricista, y la señora Guadalupe Lelo de Larrea.2 Entre 1966 y 1978, asistió al Instituto Queretano, de inspiración marista, donde cursó desde la primaria hasta la preparatoria.3 En una de las tantas entrevistas que dio en 2024 para promover activamente su imagen de cara a las elecciones presidenciales, Zaldívar contó que sus padres eran muy religiosos, aunque se trataba de unos “religiosos liberales”, cercanos a la teología de la liberación. Según su relato, fue a partir de esa tradición que el futuro ministro se habría acercado a ese “humanismo” —la elección de ese término no parece casual— que le imprimió a su trayectoria una “visión social de la realidad”, lo cual le permitió comprender la necesidad de “transformar estructuras para que la gente pueda vivir un poco mejor”.4



			En un artículo de mayo de 2024 Zaldívar escribió que la Teología de la Liberación fue la gran influencia teórica que lo llevó a identificarse más tarde con el obradorismo. Cual si buscara acomodar los términos al manual ideológico del buen obradorista, como si hubiera comulgado con su ideario desde la primera hora, el ministro del poder decía:



			… es en esa vertiente humanista que me formé desde muy joven, y es esa doctrina la que ha guiado mi actuar hasta el día de hoy. Por ello no es extraño que comparta, desde hace tiempo, los ideales del obradorismo, en cuya esencia se encuentra la misma convicción de servicio y el mismo anhelo de justicia social expresado en la máxima: por el bien de todos, primero los pobres.5



			En una entrevista de 2022 el youtuber regiomontano Roberto Martínez le preguntó a Zaldívar cuándo le había surgido el interés por ser abogado; este le respondió que había sido precisamente durante el bachillerato, en aquel Instituto Queretano, e insistió en que su decisión tuvo mucho que ver —otra vez— con la influencia de la teología de la liberación, esa que, pese a estar completamente disociada del pensamiento y práctica marista, según él, le había brindado “una formación humanista enfocada en apoyar a los pobres”.6 En la entrevista, Zaldívar reconoció que en algún momento estuvo indeciso entre si debía estudiar medicina o derecho, aunque se inclinó finalmente por el segundo para —cosa rara entre los abogados— “apoyar a los más pobres”. En la conversación el ministro incluso dijo que el derecho es “una profesión que te puede ayudar a generar justicia” y “ayudar a la gente”.7



			Todo esa retórica, evidentemente, es una construcción discursiva elaborada muy a posteriori (y pobremente formulada), a través de la cual Arturo Zaldívar creó un personaje a modo, en el momento conveniente, pues no hay evidencia alguna de que Zaldívar haya enfocado su carrera como abogado a ayudar a los más pobres, a diferencia de otros abogados cercanos a la 4T, como Ernestina Godoy, fundadora de la Asociación Nacional de Abogados Democráticos, un despacho orientado a brindar apoyo legal a grupos marginados, que además asesoró gratuitamente a las víctimas de los sismos de 1985.



			Zaldívar tampoco era un abogado que destinara horas de trabajo a defender causas justas en su distinguido bufete lleno de valiosas obras de arte, ni contaba con un área enfocada en el litigio pro bono, como ha sido el caso de otros abogados, incluso pertenecientes a despachos de élite. Asimismo, no hay registro de que Zaldívar haya defendido pro bono a figuras del movimiento o de la izquierda, como se cuenta que lo hizo el abogado Javier Quijano Baz cuando apoyó a López Obrador durante su desafuero.



			En la trayectoria de Arturo Zaldívar no hay nada que sugiera que haya elegido su profesión pensando en “apoyar a los más pobres”. Si acaso fue así, probablemente este justiciero de los pobres estuvo siempre atrapado en el cuerpo de un burgués, tan bien retratado en un perfil suyo publicado en octubre de 2014 en las páginas del diario El Universal, donde se revela: “Uno de los momentos que más disfruta el ministro Arturo Zaldívar es una comida gourmet en un buen restaurante”, e incluso que “la cocina italiana y los postres franceses pueden cerrar de la mejor manera sus días”.8



			Al tener que elegir una universidad, Arturo Zaldívar no se decidió precisamente por una institución del pueblo, sino por la Escuela Libre de Derecho, donde cursó la carrera entre 1978 y 1983. Justamente allí fue donde trabó amistad con algunos panistas que más tarde lo ayudarían a convertirse en ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como Fernando Gómez Mont, Margarita Zavala y Felipe Calderón, el expresidente que ingresó a la misma institución dos años después que Arturo.9 Desde muy joven Zaldívar también dio clases en esa escuela, donde conoció a figuras como Ricardo Meljem Enríquez de Rivera, un misterioso personaje del que hablaré en los dos últimos capítulos de este libro.



			En las entrevistas que Zaldívar concedió a Roberto Martínez, a la Chávez, así como a otros influencers y periodistas, omitió mencionar, también, que su primera experiencia laboral fue como pasante en el departamento jurídico de Banamex,10 donde tampoco es muy claro de qué manera buscaba luchar contra las terribles injusticias de nuestra sociedad ni cómo logró materializar su presunta “opción preferencial por los pobres”. Ya egresado, Arturo ingresó a trabajar con el abogado Armando Ostos Luzuriaga, de quien fue adjunto en la Libre de Derecho; aquel era la cabeza del corporativo Ostos & Ostos, un viejo despacho dedicado a temas penales.11 Según Zaldívar, este personaje influyó mucho en el tipo de abogado que Arturo quería ser.12



			No cabe duda de que Zaldívar es un buen abogado, con una prestigiosa carrera académica. Luego de titularse en la Libre de Derecho con la tesis El juicio de amparo en contra de reformas constitucionales,13 realizó tres estudios de posgrado en la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México: primero una especialidad en Derecho Constitucional y Administrativo, entre 1985 y 1987; luego una maestría en Derecho, en 1987, y finalmente un doctorado, también en Derecho, el cual cursó entre 1987-1988.14 Precisamente cuando realizaba este último grado conoció a futuros ministros de la Corte, como Alberto Pérez Dayán y Norma Piña. Con Piña especialmente llegó a ser amigo, pero de ambos terminó profundamente distanciado. De hecho, así ha ocurrido a lo largo de su vida con la mayoría de las personas cercanas a él, como José Ramón Cossío; mentores, como Genaro Góngora, y casi todos sus exsocios de despacho, como Antonio Arámburu, Fabián Aguinaco o Claudia Aguilar.



			Zaldívar se doctoró con una tesis titulada Hacia una nueva ley de amparo,15 la cual fue producto de su participación, entre 1999 y 2000, en el proyecto de la Ley de Amparo, al que fue invitado por el entonces ministro Góngora.16 En la comunidad jurídica se cuenta que, pese a que trabajó en este proyecto junto a Quijano y Cossío, Zaldívar se apropió de ese esfuerzo para convertirlo en su tesis doctoral, donde apenas y mencionó a sus colegas. Los créditos de este trabajo, que aborda aspectos en los que era necesario modificar el amparo, se los llevó él. En cualquier caso, se sabe también que Arturo lo hizo tan bien en su examen de titulación que Jorge Carpizo llegó a decir allí: “Algún día usted debe ser ministro de la Suprema Corte”.17



			
MÁS ALLÁ DE LAS PALABRAS




			Es un dato objetivo, y empíricamente verificable, que Arturo Zaldívar dedicó la mayor parte de su vida profesional a ser abogado de los ricos, de los monopolios y de los grandes consorcios. En ello invirtió un cuarto de siglo, salvo un corto periodo de nueve meses durante 1995, cuando fue coordinador de asesores del entonces procurador general de justicia del Distrito Federal, el priista José Antonio González Fernández, para lo cual habría de reclutar a otro incondicional: el oscuro Carlos Alpízar, de quien hablaré en el capítulo 6. De su vida como abogado postulante Zaldívar no ha hablado casi nada en los últimos años, pues claramente ha buscado construir una historia a modo, como si su cercanía a la 4T hubiese sido un paso ideológico natural que estaba destinado a dar cual si se tratara de un viejo sueño de juventud.



			Después de revisar sus participaciones con medios y periodistas como Julio Astillero, Sabina Berman, John Ackerman, Adela Micha, Carmen Aristegui o influencers como los ya mencionados, encontré que ni él ha abordado este asunto ni tampoco se lo han preguntado específicamente. En su época de “ministro swiftie” —cuando empezó a apostar a convertirse en un personaje públicamente conocido, trendy y popular entre las juventudes, y a dar muchas entrevistas en las que hablaba de su vida— Zaldívar prefirió referirse a ese supuesto impulso que de joven lo llevó a abrazar las causas populares, pero poco o nada mencionó sobre el tiempo y la energía que dedicó a representar a industriales, dueños de medios y banqueros, en lo que realmente se situó su verdadera vocación como abogado.



			Para llegar más tarde al máximo tribunal —donde necesitaba disipar dudas sobre sus posibles conflictos de interés— Zaldívar buscó presentarse más como un académico que como un abogado, pues eso lo hubiera puesto en la incómoda situación de explicar la cantidad de veces que defendió los intereses del gran capital antes que los del Estado o los de la gente de a pie. Así las cosas, aunque en noviembre de 2009 Calderón lo habría de integrar en la terna de los “académicos” para llegar a la Corte que propuso al Senado, el verdadero papel de Zaldívar siempre había sido el de un “patrocinador de grandes empresas”, como lo definió el periodista Jorge Carrasco en una nota publicada en Proceso en enero de 2010.18



			En el currículum que Zaldívar presentó a la SCJN —y que todavía puede consultarse en la página web— nuestro personaje tan solo le dedica una entrada a describirse, de modo muy general, como “abogado postulante en materia constitucional de forma independiente, desde 1985 hasta noviembre de 2009”.19 Nunca detalla los nombres de los despachos de los que fue socio o dueño ni identifica a sus asociados, mucho menos menciona el tipo de casos que conoció, cosa que raramente hacen los abogados. Pareciera que, tanto entonces como ahora, los intereses de su billetera han caminado muy alejados del perfil público que Zaldívar ha buscado proyectar.



			Es sabido, también, que Zaldívar se inauguró en la profesión con una prominente figura del sector financiero mexicano, Luis Robles Miaja. Durante 25 años, Miaja trabajó para Bancomer-BBVA, primero como director jurídico y luego como presidente del consejo de administración, además de haber desempeñado varios puestos importantes en la Asociación de Bancos de México. Entre 1984 y 1993, Luis y Arturo estuvieron al frente del despacho Robles y Zaldívar,20 especializado en litigio constitucional y juicios de amparo, donde se veían afectados los derechos de particulares. Según una fuente, Robles Miaja lo impulsaría años más tarde para llevar la defensa de los bancos en el tránsito del Fobaproa al Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB), como se explica más adelante. La cercanía se mantuvo hasta su muerte, como puede verse en un tuit que Zaldívar subió el 20 de noviembre de 2020, en el que lamentaba su fallecimiento y describe a su amigo como un “hombre bueno, congruente y generoso”.21



			Por lo que se refiere a los bufetes en que laboró antes de ser ministro, Zaldívar fue socio, por cerca de 16 años, del abogado Antonio Arámburu, con quien fundó el despacho Zaldívar y Arámburu, del que también fue parte durante seis años Fabián Aguinaco, hijo de Vicente Aguinaco Alemán, exministro y presidente de la Corte entre 1995 y 1999.22 Dada la falta de información que existe sobre sus años de postulante, no quedan del todo claro los periodos de actividad en cada una de estas sociedades, aunque es sabido que el despacho Zaldívar Lelo de Larrea y Asociados estuvo activo al menos hasta diciembre de 2009.23 Aparentemente, una constante de su paso por estos despachos es que Zaldívar “no siempre figuraba como el abogado acreditado para los litigios”.24



			El mayor “logro” de Zaldívar como abogado llegó en los primeros años de la década de 2000, cuando consiguió representar a Bancomer, Bital, Banamex y Banorte para tramitarles un amparo y que pudieran evitar que sus créditos fueran auditados ante las sospechas por irregularidades en sus operaciones de rescate financiero en el marco del Fobaproa, que más tarde se convirtió en el IPAB. Se sabe que a partir de este caso, y aparentemente otro vinculado al tema del anatocismo del que no encontré mayor registro, Zaldívar se hizo inmensamente rico, de la mano de lo que muchos destacan como otro talento muy suyo: la buena cobranza.



			A quienes entonces no habían nacido, cabría recordarles que el Fobaproa surgió en 1990 como un instrumento para crear un fondo de contingencia para problemas financieros atípicos. La idea era que el gobierno federal absorbiera las deudas de los bancos para después capitalizarlos y mantener sana su liquidez. Con la crisis de 1994-1995 este fondo adquirió notoriedad a partir de que el presidente Zedillo lo usó para absorber la cartera vencida de los bancos y evitar su quiebra, lo cual generó una fuerte controversia por convertir la deuda privada en deuda pública.



			Varios años después, tras revisar la cuenta pública de 1999 y 2000, la recién creada Auditoría Superior de la Federación encontró que una serie de empresarios y banqueros se habían beneficiado indebidamente del rescate bancario, pese a estar en condiciones de pagar su deuda. La revisión “confirmó también que el gobierno federal no debió asumir todos los pasivos del Fobaproa, pues banqueros y autoridades habían cometido diversas ilegalidades durante el rescate bancario”.25



			La Auditoría Superior de la Federación diseñó, entonces, una estrategia de 138 revisiones en el IPAB que habrían de completarse hacia 2009.26 A partir de ello, el sector financiero afectado desplegó una enorme resistencia. Para 2001, la Auditoría advirtió que el IPAB no había iniciado las auditorías que había recomendado27 y el instituto tuvo que hacer un nuevo llamado a los bancos, que comenzaron a poner trabas de todo tipo para evitar que se llevaran a cabo inspecciones que pudieran tener onerosas consecuencias para ellos.28 Ante la negativa de los bancos a revelar sus informes de ventas de cartera crediticia, solicitados por la Auditoría Superior, el 16 de junio de 2003 el gobernador del Banco de México, Guillermo Ortiz, presentó una demanda en contra de BBVA Bancomer, Banamex, Bital y Banorte para obtener información sobre su deuda, la cual superaba los 212 mil millones de pesos, poniendo en duda su legalidad.29 Fue así como los bancos afectados buscaron un despacho que los representara y llegaron con Arturo Zaldívar.



			La perspectiva de Zaldívar, que a la sazón fungía también como coordinador de la Comisión de Derecho Constitucional de la Barra Mexicana de Abogados, fue colocar a los bancos como víctimas de inspecciones consideradas inconstitucionales. Para tener una idea del discurso zaldivariano de entonces, vale la pena ver la entrevista que el personaje dio a La Jornada en septiembre de 2003, donde criticaba a Arturo González de Aragón, entonces auditor superior de la Federación, por excederse en sus facultades, pero además por haber “estigmatizado a los banqueros”.30 Así hablaba el hombre que había estudiado derecho para defender a los pobres.



			En una reciente columna dedicada al tema, Héctor de Mauleón resalta el hecho de que a este abogado poco le importaba si los bancos habían o no cometido un delito. Su argumento para defenderlos era cuestionar al auditor superior sobre las fuentes que tenía para acusar la existencia de irregularidades o faltas.31 En su alegato, el abogado sostenía que la justicia federal debía proteger a los bancos “en beneficio de la economía nacional”.32 Así hablaba el hombre que había estudiado derecho para combatir las injusticias.



			La defensa de ese hábil abogado postulante, tan funcional a los dueños del dinero, fue tan efectiva que el amparo que presentó les permitió a los banqueros conseguir una suspensión definitiva para detener las investigaciones y de esa forma frenar las auditorías a los involucrados en el Fobaproa. En la Suprema Corte, hasta donde llegó el caso, se estableció que la Auditoría Superior había invadido la esfera del Ejecutivo al revisar la cuenta pública de 2001 y ordenarle a la Secretaría de Hacienda “dejar de pagar los créditos considerados como ilegales”.33



			Como acto reparador, en julio de 2004, BBVA, Bital, Banamex y Santander aceptaron el Contrato del Nuevo Programa, que canceló las llamadas “auditorías de gestión, existencia y legalidad”.34 Bajo este acuerdo, los bancos se comprometieron a “absorber pérdidas”, pero no se realizaron auditorías para comprobar ilegalidades y establecer responsabilidades legales contra funcionarios y banqueros en la transferencia de sus deudas al Fobaproa, luego IPAB.35



			Según el analista Francisco Rodríguez, a través de este amparo —con el que Zaldívar venció al Estado mexicano—, los mexicanos tuvimos que asumir una deuda de 52 mil millones de pesos más por el rescate bancario,36 aunque otras estimaciones hablan hasta de 72 mil millones.37 Para ponerlo en otros términos, esa cifra equivale a un año de presupuesto de todo el Poder Judicial federal a valor presente. A cambio de la defensa de sus amigos, los banqueros, Zaldívar recibió una suma millonaria, que podría haber ascendido a 11 millones de dólares, según al menos dos versiones publicadas.38



			Rodríguez afirma, además, que fue en este marco que llegó a su fin la relación entre Zaldívar y su socio Fabián Aguinaco, luego de filtrarse un audio donde se supo que solo Zaldívar representaría a los cuatro bancos a cambio de la suma antes mencionada, lo que evidenció que Arturo estaba buscando “comerse solo el negocio”.39 No fue posible confirmar esta versión, pues en el entorno de Aguinaco se comenta que la separación entre Zaldívar y este abogado tuvo que ver fundamentalmente con el hecho de que Zaldívar ya tenía planes para ser ministro de la Corte y, supuestamente, se dio en términos pacíficos.



			No hace falta ofrecer demasiados detalles sobre la postura que la izquierda tuvo frente al Fobaproa, considerado por López Obrador como un “monumento a la corrupción”,40 un atraco a la nación a través del cual los banqueros y el gobierno habían condenado a millones de mexicanos a la pobreza y el hambre,41 así como el “mayor robo cometido desde la Colonia”.42 No deja de ser interesante observar cómo mientras López Obrador criticaba duramente las “argucias legaloides” para no entregar información escudándose en el secreto bancario, e incluso llegó a proponer una Comisión de la Verdad para investigar las operaciones fraudulentas,43 el abogado estaba situado claramente del lado correcto de su billetera, protegiendo los intereses de los bancos para que no pudieran ser tocados siquiera con el pétalo de una auditoría.



			Como parte de su lucrativa carrera Zaldívar también representó en varios asuntos a Telcel y al ingeniero Carlos Slim. Esto último salió a la luz pública el 2 de mayo de 2011, cuando la Corte tuvo que resolver una contradicción de tesis en materia de interconexión y el ministro solicitó al Pleno determinar si estaba o no impedido legalmente para participar en una resolución presentada por el ministro José Franco González.44 Hasta ese momento del proceso, Zaldívar había omitido informar sobre su relación con Slim, e incluso llegó a ser criticado por no haberlo informado con antelación, por escrito. Tan claro era el conflicto de interés que de los 10 ministros que integraban el Pleno, ocho votaron a favor de que fuera impedido.45



			Los litigios en que se involucró Arturo Zaldívar no solo estaban lejos de esa épica de ayudar a los marginados. Este sujeto tampoco estaba muy cerca del ideal obradorista de promover la austeridad dentro de los organismos autónomos, a juzgar por la defensa que hizo del Instituto Federal Electoral (IFE), cuando este presentó una controversia constitucional en contra de la Cámara de Diputados para evitar una reducción de 720 millones de pesos en su presupuesto para 2007. El especialista en amparo y derecho constitucional cobró bien por sus servicios: 2.5 millones de pesos. En cualquier caso el organismo electoral salió derrotado al no obtener en la Corte el amparo solicitado por Zaldívar.46



			
TESTIMONIOS SOBRE EL PERSONAJE




			Zaldívar generalmente tenía pocos clientes, aunque era conocido por cobrarles bastante caro, casi siempre una vez que había logrado resolver satisfactoriamente sus asuntos. Sobre su estilo de vida hay versiones distintas, aunque casi todos cuentan que le gustaba el dinero tanto como la ostentación de este. Quienes lo conocieron como abogado señalan que Zaldívar “siempre quiso ser rico y poderoso”, incluso “millonario”. Los que visitaron las oficinas en las que despachaba, en el Pantalón, describen el sitio como “faraónico”, propio de un personaje a quien “le gustaba mostrar la clase” y que tenía “un estilo de vida totalmente despreocupado por el dinero”.



			Sin embargo, no siempre fue así. Otros entrevistados sostienen, por ejemplo, que en alguna época de su vida Zaldívar vivió en la Villa Olímpica, una zona de clase media universitaria y de exiliados sudamericanos ubicada al sur de la Ciudad de México. Alguien contó también que en algún momento de su vida manejó un vochito —que más tarde cambió por un LeBaron, “de aquellos que hablaban”— e incluso tenía ciertos hábitos de izquierdista bohemio, como escuchar a Joan Manuel Serrat, Facundo Cabral, Silvio Rodríguez, Pablo Milanés y Fernando Delgadillo.



			Evidentemente, ninguna de mis fuentes le niega a Zaldívar un centímetro de inteligencia o falta de habilidad mental, si acaso alguno habrá dicho que más que un buen abogado es “únicamente un experto en la técnica del amparo”. Incluso entre la gente que trabajó con él o para él, pero que luego se distanció, las referencias a sus cualidades profesionales son muy frecuentes. Uno que trabajó para su ponencia se refirió al exministro como “una auténtica metralla intelectual”, cuya sola presencia “imponía” a su alrededor.



			Eso sí, varios critican su megalomanía y su egocentrismo, señalan que “siempre fue sobrado y sangrón” o incluso “soberbio y duro en las formas”. Otros más aseveran que se trata de “un protagónico, narcisista, exhibicionista y enamorado de su imagen”.47 En otro tenor, una fuente señala que Zaldívar “no es un hombre que uno pueda ver caminando por las calles, salvo que esté fuera de México, en Chicago o Nueva York”, porque “es paranoico y obsesivo con su seguridad”. Otra fuente más —que reconoce ampliamente sus contribuciones como abogado y luego como juez constitucional— es implacable en su juicio: “A Zaldívar lo venció la vanidad […]. Yo mismo una vez le dije que su vanidad intelectual y sus deseos de protagonismo lo llevaban a cometer muchos errores”.



			Un rasgo que no parece ser públicamente conocido es que Arturo tiene un lado sumamente inseguro. Algunos de sus exalumnos y jóvenes que han trabajado con él recuerdan que debían tratarlo siempre con enorme deferencia. Los códigos estaban siempre muy claros: había que decirle “doctor” y más tarde “ministro”; jamás “Arturo”, mucho menos “licenciado”. Otros más, especialmente las mujeres, refieren que el personaje tiene una personalidad muy envolvente que siempre les hace sentir que le deben algo. Una jueza se expresó así: “Zaldívar tiene el complejo de algunas personas de poder pero de baja estatura física, a quienes no les gusta que descubran lo que realmente miden. Recuerdo que siendo él presidente de la Corte, en una reunión o desayuno que tuvimos con él, nos pidieron, antes de que él llegara, que nos abstuviéramos de ponernos de pie cuando entrara, supuestamente porque no le gustaba ese tipo de deferencia. Y así fue… cuando llegó, hizo su entrada, saludó de lejos y se dirigió directamente a tomar su asiento en la cabecera”.



			Una constante en la biografía de Zaldívar, como ya se apuntó, es la de haber roto con gran parte de sus socios y compañeros. “Zaldívar tiene la cualidad de no tener examigos, solo enemigos. Tanto con sus amigos como con sus socios suele terminar mal”. Incluso hay testimonios de que Arturo tuvo varios pleitos con sus socios por dinero, pues “peleaba siempre hasta por los centavos”. Entre sus amistades, uno lo describe como “un buen amigo y generoso anfitrión, de esos que cuando te invitan a su casa sacan sus mejores botellas”. Varios señalan también que, en sus relaciones humanas, Arturo Zaldívar suele exigir siempre una lealtad “ciega y absoluta”. “Zaldívar actúa siempre con una lógica de estás conmigo, en todo y hasta el final: o estás de mi lado, o estás contra mí y mereces pasar al basurero de la historia”, explicó una de mis fuentes. Otros también se refieren a él como un hombre con una muy clara compulsión a la traición, incluso un “traidor compulsivo”.



			Un rasgo que ha caracterizado a Zaldívar es el incorporar a un gran número de mujeres en su entorno. Aunque presume siempre ser un promotor de la igualdad de género, muy interesado en que ellas ocupen espacios de poder, más de uno cree que en realidad esta es la careta falsa de un personaje inseguro que esconde una creencia —en el fondo profundamente misógina— de que a ellas puede manipularlas más fácilmente. Quizás por ello la descripción que se hace de su relación con las mujeres es que generalmente las colma de halagos, les hecha “muchas porras” y las trata excesivamente bien mientras sigan sus indicaciones, pero al mismo tiempo tiene una actitud paternal y protectora, un poco como si fueran menores de edad. En todo momento les hace sentir a ellas que es él quien las impulsa y es a él a quien se deben. No es casual que en su equipo más cercano suele haber pocos hombres, y los que hay generalmente no tienen una personalidad fuerte.



			El cortejo a los poderosos, de cualquier signo político, ha sido una de las características distintivas de Zaldívar sin que se perciba en su carrera algún tipo de lealtad ideológica o política específica, pues estas suelen cambiar de acuerdo a la conveniencia coyuntural. Es “salamero y lisonjero con los de arriba, aunque violento, agresivo y maltratador con los de abajo”, según una persona que trabajó en su equipo y no terminó bien con él. Otra fuente, sin embargo, niega completamente esa versión y asegura que, en su despacho como abogado, Zaldívar incluso se daba el lujo de rechazar a potenciales clientes importantes cuando no llegaban a buenos acuerdos o simplemente no le interesaba llevar cierto asunto. La misma fuente —que ve al Zaldívar de ayer con admiración, pero con tristeza al de hoy— asevera: “Era una mente autónoma, con mucho orgullo de sí mismo y a quien nunca le gustó mendigar nada de nadie”.










			



			2



			Zaldívar en la Corte



			Hacia el final del gobierno foxista, Arturo Zaldívar empezó a sentir que era hora de encontrarse con el destino que había vaticinado el doctor Carpizo. En entrevistas, el ministro ha dicho que convertirse en ministro representaba para él la posibilidad de atender problemas desde una posición de mayor alcance. En un punto de su carrera —contó a María Scherer en una entrevista— se dio cuenta de que “era imposible modificar la realidad del país y sus procesos desde la abogacía”.1 Esa actividad —como declaró también a la Chávez— había dejado de resultarle retadora y ya no sentía que estuviese “sirviendo a su país como debería”.2



			Sería injusto afirmar que Zaldívar buscaba llegar a la Corte por mera ambición de poder. El personaje ciertamente tenía “un lado idealista”, y litigar a favor de los intereses del establishment había terminado por aburrirlo, según narra una jurista que lo conoce desde esos años. Este idealismo puede palparse en un texto que Ana Laura Magaloni y él publicaron en la revista Nexos, titulado “El ciudadano olvidado”, donde se expresa una postura muy distinta a la que para entonces dominaba en la Suprema Corte. Los autores criticaban duramente a la SCJN por fungir únicamente como “un árbitro de conflictos entre actores políticos” y relegar a un segundo plano los asuntos que tenían que ver con “los ciudadanos comunes y corrientes”.3



			En aquel texto —que Zaldívar también utilizó para llamar la atención de ciertos sectores de la izquierda y la progresía, a los que buscaba llegar para convertirse en ministro—, se planteaba que la Suprema Corte en México debía trazarse objetivos tan ambiciosos como los de las cortes europeas y estadounidense cuando enunciaron proyectos que pusieron fin a la segregación racial, en beneficio de la libertad de expresión o religiosa, la presunción de inocencia o el derecho a juicios justos.4



			En cualquier caso, no podemos olvidar que hasta ese momento el mayor “logro” en la carrera profesional de Zaldívar —fuera de algunas publicaciones académicas— consistía en haberles ahorrado a los bancos una enorme suma de dinero al impedir que fueran auditados por el rescate bancario. El Zaldívar que hoy conocemos —el de la defensa de los derechos humanos, las víctimas, las mujeres, los grupos discriminados y otras causas— tiene poco o nada que ver con su práctica como abogado postulante.



			Su primer intento por llegar a la Corte tuvo lugar en noviembre de ese 2006, cuando el expresidente Vicente Fox y su secretario de gobernación, Carlos Abascal Carranza, lo sumaron a la terna de candidatos, junto con José Fernando Franco y Rafael Estrada Sámano. Según ha revelado Zaldívar en entrevistas, la oferta le llegó sin buscarla y, en un cambio de última hora, lo bajaron sorpresivamente.5 En su lugar subieron a María Teresa Herrera Tello, a quien Fox respaldó pese a su escasa experiencia como juzgadora.



			Varios años después, en una conversación con Diego Enrique Osorno, Zaldívar habría de responsabilizar a su otrora amigo, el ministro José Ramón Cossío, de haberle cerrado el paso a la Corte en esa ocasión a través de una campaña de calumnias relacionadas con su agenda en derechos humanos.6 Según el ministro, desde que mostró sus intenciones de aparecer en la terna, Cossío se movió por cielo, mar y tierra para evitar que llegara, haciendo una labor política, mintiendo sobre su persona y calumniando.7



			Para 2009, cuando le llegó su segunda y verdadera oportunidad para ser ministro, Zaldívar ya sabía que necesitaba activar una buena operación política para lograr su objetivo. Por eso el abogado de los ricos comenzó por cortejar a sus viejos amigos panistas, en tiempos en que se discutía la reforma energética de Felipe Calderón. Fue así como el 20 de mayo de 2008 acudió a los Foros de Debate sobre la Reforma Energética, donde, en el tono que quería escuchar el poder en turno, discursó que el artículo 27 constitucional era “un precepto ideológico, vago y mal redactado” y que no era adecuado para “resolver problemas modernos, técnicos y extraordinariamente complejos”.8 En su alocución el abogado insistió en que las iniciativas de Calderón eran “constitucionalmente válidas” y no debían descalificarse a priori “con criterios literales o dogmáticos”.9



			Una vez más, la postura del abogado de los ricos iba a contramano de lo que estaba planteando la izquierda y figuras del movimiento como López Obrador, Octavio Romero, Ricardo Monreal, Elena Poniatowska, Javier Jiménez Espriú, Porfirio Muñoz Ledo, Alejandro Encinas, Manuel Camacho Solís, Marcelo Ebrard y la propia Claudia Sheinbaum.10 De hecho, ese mismo año en que Zaldívar fue al Senado, el Frente Amplio Progresista se declaró en “alerta permanente”11 y AMLO convocó a la sociedad a movilizarse hasta “conjurar la amenaza de privatización de la industria petrolera” e impedir la consumación de aquella “desastrosa felonía”.12



			La postura de Zaldívar —tan situada del lado incorrecto de la historia cuatroteísta— era incluso muy distinta a la de otros abogados cercanos al movimiento, como Bernardo Bátiz, Jaime Cárdenas, Raúl Carrancá y Rivas o Juventino Castro y Castro, quienes llegaron a calificar la reforma como “un golpe de Estado constitucional”.13 Carrancá incluso manifestó que modificar leyes secundarias para privatizar Pemex tornaba a Calderón en un potencial “sujeto de juicio político”.14 No cabe duda de que, tanto en sus posturas públicas como en su ejercicio de abogado, Zaldívar estaba ideológicamente situado del lado opuesto al obradorismo y su movimiento, por más supuesta cercanía a la teología de la liberación absorbida desde su primera infancia.



			Para llegar a la Corte Zaldívar operó activa y hábilmente con el círculo calderonista. Nunca les anticipó sus posturas sobre aborto, género o diversidad sexual. “Sobre lo que más nos hablaba era de inseguridad”, revela uno de los colaboradores más cercanos al entonces presidente. Había iniciado ya la lucha contra el narco y Zaldívar —que veía dónde estaban las prioridades de la administración— les doraba la píldora a los calderonistas, según cuentan, diciéndoles que la decisión que había tomado el presidente de enfrentar el crimen organizado era “responsable, ética y valiente”. Cuentan incluso que el ministro les decía que esa lucha que estaban dando “necesitaba una Corte que entendiera el asunto y fuese capaz de comprender las razones de Estado que había en esa agenda” para construir una “resiliencia jurídica” frente a sus eventuales implicaciones.



			Junto con el ministro Mariano Azuela, al menos cinco colaboradores de Felipe Calderón le recomendaron al presidente el perfil de Zaldívar y contribuyeron a que fuese posible su nombramiento: Julio Esponda, Fernando Gómez Mont, Germán Martínez, Roberto Gil y Margarita Zavala. Arturo actuó con astucia para ganarse a personajes como estos en comidas que frecuentemente tenían lugar en La Casserole, donde él les insistía en la necesidad de que la Corte “sintonizara con la política de Estado” y con “las necesidades de un gobierno que había apostado con decisión y valentía a combatir al narco”. Pero eso no es todo: al grupo compacto del calderonismo, revelan varios de ellos, les hablaba de la “identidad ideológica” que tenía con ellos, por haberse forjado en “luchas similares contra el antiguo régimen” (lo que sea que eso signifique). Cuentan, además, que en varias ocasiones apeló al hecho de ser “contemporáneo a Calderón” y a sus colaboradores más cercanos, quienes al igual que él estudiaron en la Libre de Derecho. Aquello, les decía el ministro, “lo hacía más confiable” para ellos.



			Fernando Gómez Mont, entonces secretario de Gobernación, conocía a Zaldívar desde sus tiempos en la Escuela Libre de Derecho, aunque no habían sido particularmente amigos. En un escenario en el que PRI y el PAN buscaban imponer a un ministro cercano a sus filas, el secretario se decidió por Zaldívar porque le parecía que podía ser un perfil transitable para ambos partidos. Con todo, no fue fácil que Zaldívar entrara en la terna por las resistencias que el propio Felipe Calderón tenía frente al personaje. Ciertamente, había ido a defender su reforma energética al Senado, pero desconfiaba de su cercanía a gente como Genaro Góngora, a su vez cercano a López Obrador, a quien el exministro había defendido durante el desafuero. Aparentemente, Margarita jugó un papel importante para que Zaldívar finalmente quedara.



			Fue así como, en noviembre de 2009, el presidente envió dos ternas al Senado: una para sustituir al ministro Mariano Azuela, integrada por Luis María Aguilar, María Luisa Martínez Delgadillo y Jorge Mario Pardo Rebolledo; otra para reemplazar a Genaro Góngora Primentel, donde estaban Jorge Carlos Adame Goddard, Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot y Arturo Fernando Zaldívar Lelo de Larrea, “el académico”. En un principio, el PRI se inclinaba por Jorge Carlos Adame Goddard, mientras que la bancada del PAN, comandada por Santiago Creel, tenía preferencia por Ferrer Mac-Gregor. Zaldívar logró imponerse, sin embargo, gracias a que hizo un mejor trabajo de cabildeo con la izquierda, en un contexto en el cual el Partido de la Revolución Democrática (PRD), el Partido del Trabajo (PT) y Convergencia conformaban la segunda fuerza en el Congreso.



			Desde la izquierda partidista no hubo mayores cuestionamientos públicos al perfil de Zaldívar, salvo notas de prensa, como la ya citada de Jorge Carrasco en Proceso, donde se cuestionaba la defensa que este personaje había hecho de empresarios y banqueros. Otro periodista incluso consideró una “mancha burocrática” en su carrera el haber sido coordinador de asesores del procurador general de justicia del Distrito Federal, José Antonio González Fernández, durante la última regencia del PRI en la capital.15 El propio Carrasco también hizo notar cómo al iniciar el gobierno foxista Zaldívar había sido invitado por el panista Santiago Creel para ingresar a la Secretaría de Gobernación, ofrecimiento que declinó.16 En una entrevista concedida a Proceso en enero de 2010, en el marco de la discusión que tendría lugar en el Senado, el profesor de Derecho Constitucional, Miguel Eraña, criticaba que no se advirtiera “en qué casos tendría que excusarse Zaldívar por haber representado a importantes empresas”.17



			El 1 de diciembre de 2009, al llevarse a cabo la votación en el Senado, se emitió un voto por Adame Goddard, nueve por Ferrer MacGregor y 90 en favor de Zaldívar.18 Reunida la mayoría constitucional de dos tercios, se hizo oficial el nombramiento de Arturo Zaldívar Lelo de Larrea como nuevo ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien llegaba junto con Luis María Aguilar Morales con 91 votos.19 Los dos nuevos ministros, se sabía bien, mantenían vínculos políticos con Felipe Calderón.



			LA ERA DE ORO DEL MINISTRO




			Siendo un abogado del establishment —de otra forma quizás no habría llegado a la Corte—, la conducta de Arturo Zaldívar como ministro sorprendió muy pronto y positivamente a los sectores progresistas —aunque no necesariamente de izquierda—, por el impulso que habría de dar a temas de derechos humanos. Zaldívar fue el gran defensor del debido proceso, el que promovió la libertad de expresión de los periodistas, la no discriminación y los derechos de las personas con discapacidad; el que teorizó sobre el derecho al libre desarrollo de la personalidad; el que formuló planteamientos de avanzada sobre el uso lúdico de la marihuana; el que esbozó estándares para procesos sobre menores víctimas de abuso sexual y para abordar procesos con víctimas de violación y secuestro; el que dio impulso a criterios para la efectividad del principio de presunción de inocencia como estándar de prueba; el que planteó criterios sobre la obligatoriedad para todos los jueces y juezas de juzgar con perspectiva de género, y el que desarrolló parámetros para la pensión compensatoria, el reconocimiento de la doble jornada para las mujeres y la inconstitucionalidad de exigir “causales” para poder divorciarse. Zaldívar fue también el togado que estipuló la posibilidad del reclamo a una indemnización por violencia doméstica y redactó sentencias sobre regulación de publicidad oficial y la procedencia del amparo en contra de omisiones legislativas.20



			En la entrevista con Diego Enrique Osorno, el ministro cuenta que antes de que él llegara al máximo tribunal no se veían allí esos temas, pues solían delegarse a los tribunales colegiados de circuito.21 Durante esta —su época de oro como ministro de la Corte—, Zaldívar cambiaría elementos muy importantes del derecho constitucional en México, como asegura Ana Laura Magaloni, quien enfatiza, además, que Zaldívar fue el primer ministro en la historia de la Corte que “abiertamente les puso límites a los presidentes de la República en cuestiones puntuales que buscaban incidir en su conducta”. Sus pares en la Corte recuerdan que Zaldívar llegó con muchas ideas innovadoras y rompiendo paradigmas. A diferencia de otras almas grises que han habitado históricamente el mundo judicial, se trataba de un ministro al que el fondo le importaba mucho más que la forma. Al mismo tiempo, como recuerda uno de los togados que lo vieron llegar, “era claro que Arturo quería impulsar sus temas sin importarle demasiado el sustento técnico”, cosa que incomodaba especialmente a los ministros de carrera.



			Una de las contribuciones más importantes de Zaldívar en la Corte fue su participación como ponente en el llamado “bloque de constitucionalidad”, la resolución de la contradicción de tesis 293/2011, emitida el 3 de septiembre de 2013,22 donde se estableció como criterio obligatorio a nivel nacional que los derechos humanos establecidos en tratados internacionales, y reconocidos por el Estado mexicano, también se concibieran como parte de la Constitución, cual si se tratara de un mismo cuerpo jurídico. En la sesión en que se discutió el asunto la Corte concluyó que las normas sobre derechos humanos contenidas en los tratados internacionales poseen rango constitucional, integrándose al llamado bloque de constitucionalidad —o bloque de convencionalidad, como lo llama Zaldívar—, con lo que se amplió su reconocimiento y protección en nuestro país.23



			LA “RESPONSABILIDAD POR OMISIÓN” EN LA GUARDERÍA ABC



			La trayectoria de Zaldívar se vuelve especialmente interesante cuando la “alianza” política que tenía con Calderón y su partido, el PAN, se quiebra a pocos meses de su investidura con el caso de la Guardería ABC, en Hermosillo, Sonora, donde fallecieron 49 niños y niñas de entre 10 meses y cuatro años de edad, y 104 más resultaron con lesiones por quemaduras o exposición a gases tóxicos.24



			Con base en el artículo 97 de la Constitución —ese que faculta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para averiguar algún hecho que constituya una violación a las garantías individuales—, el presidente de la Corte, Guillermo Ortiz Mayagoitia, le encomendó a Zaldívar la elaboración de un informe de averiguaciones. En su proyecto, el ministro terminó por acusar que en la guardería existía un “desorden generalizado”, donde había una bodega adaptada con una estructura tripartita que era parte de una nave industrial.25 Su documento ilustra la manera en que el Estado, en todos sus niveles, había jugado al distraído con una institución educativa que era financiada por el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), pero estaba inconstitucionalmente subrogada a particulares.26



			En el dictamen se señala que la guardería tenía una ubicación riesgosa, al lado de un taller mecánico especializado en neumáticos, a solo 43 metros de una gasolinera, sin los mínimos requisitos de seguridad27 y con una bodega donde se almacenaban hasta cinco toneladas de cajas con documentos y se resguardaban placas vehiculares.28 La negligencia de todo tipo de autoridades se pone de manifiesto en el informe de Zaldívar, donde se señala que en la etapa inmediatamente subsecuente a la tragedia no existió una coordinación ni se siguió un protocolo en cuanto a la atención que debía darse a los menores expuestos a los gases tóxicos.29



			El proyecto de Zaldívar determinaba, además, que hubo graves violaciones en contra de los derechos de los niños y su interés superior, el derecho a la protección de la vida e integridad física, a la seguridad social y a la salud, así como al principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres. Aunque la Corte no podía establecer responsabilidades penales, sino únicamente fungir como un actor investigador del caso, el dictamen propuesto por el ministro establecía una sanción de índole política, en un contexto en el que el Estado había sido negligente en su obligación de instrumentar un conjunto de políticas públicas de corte obligatorio, lo que implicaba que al menos los funcionarios más relevantes de la tragedia debían dejar sus puestos.



			La lista era extensa y abarcaba a Daniel Karam Toumeh, director general del IMSS desde marzo de 2009 al momento de los hechos; Juan Francisco Molinar Horcasitas, director del instituto desde 2006 hasta el momento de los hechos, y otros funcionarios del IMSS en distintos niveles.30 El dictamen también asignaba responsabilidades a autoridades estatales como el gobernador Eduardo Bours Castelo; Willebaldo Alatriste Candiani, el titular de la Unidad Estatal de Protección Civil; Ernesto Vargas Gaytán, el secretario de Hacienda de Sonora; y el presidente municipal de Hermosillo, Ernesto Gándara Camou. No menos importante, aparecía Lourdes Laborín Gómez del Campo, la prima de Margarita Zavala y esposa de Bours Castelo.31



			Como era de esperarse, el dictamen alarmó al gobierno y activó todas sus defensas. En su libro La guerra de Los Zetas, publicado en 2021, Diego Enrique Osorno reporta cómo días antes de que se rechazara el documento de Zaldívar en el Pleno, el secretario de Gobernación se reunió con los ministros para decirles:



			Si ustedes aprueban ese informe hecho por el ministro Zaldívar en el que los altos funcionarios Juan Molinar Horcasitas y Daniel Karam son responsabilizados de la muerte de 49 niños de la Guardería ABC por no instrumentar políticas obligatorias que habrían evitado el siniestro, están dejando abierta la puerta para que el presidente Calderón pueda ser responsabilizado también por la muerte de una familia en Reynosa, durante un operativo militar.32



			Osorno señala que, según el testimonio de dos ministros con los que conversó, el secretario de Gobernación recurrió justamente a ese ejemplo y les dio a entender que, con la aprobación del informe de Zaldívar, podría abrirse la caja de Pandora y llevar al país a una crisis constitucional, en un contexto en el que había una gran preocupación al interior de las Fuerzas Armadas, en medio de la ejecución de la Ley de Seguridad Interior que dotaba de funciones policiales al Ejército.33 Según relató Zaldívar a Los Periodistas, la preocupación del gobierno era que el presidente Calderón, comandante en jefe y principal responsable de las Fuerzas Armadas, también pudiera ser señalado de un desorden generalizado en la institución.



			Sostiene Zaldívar que el poder del Ejecutivo llegó a tal grado que “[l]os salones de la Corte, los pasillos, estuvieron tomados por el Poder Ejecutivo. Ahí estaban los secretarios de Estado, el director del IMSS […] paseaban todos los servidores públicos”. Y agrega: “Los que estuvimos ahí en la Corte pudimos dar fe de lo que era ese momento en que el gobierno prácticamente tomó la Corte”.34



			Al final, el martes 15 de junio de 2010, el Pleno de la Suprema Corte resolvió con ocho votos frente a tres el señalamiento de varios individuos como responsables políticos y morales, pero no admitió que estos fueran legalmente sancionables por los niños que habían muerto o resultado heridos. Casi todos los ministros terminaron por ceder ante el poder, salvo Arturo Zaldívar —entonces “el gran Zaldívar”—, que se mantuvo firme en su postura y no retrocedió ni dos centímetros, junto con la ministra Olga Sánchez Cordero y Juan Silva Meza.35 Votaron en contra de responsabilizar a los funcionarios involucrados todos los demás: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, José de Jesús Gudiño Pelayo, José Ramón Cossío, Sergio Armando Valls Hernández y el presidente de la Corte, Guillermo Iberio Ortiz Mayagoitia.36



			Sobre el tema, Zaldívar ha hablado ya hasta el cansancio en numerosas entrevistas, acomodando cada vez más su relato para alinearse contra el villano favorito de la 4T: Felipe Calderón. En una de sus participaciones en medios Arturo señaló que, al turnarle la elaboración de aquel informe, habían pensado que podrían “chamaquearlo”, que esperaban que presentara un proyecto que jamás llegaría a tocar a las más altas autoridades. “Pensaron que yo lo que iba a hacer era convalidar el autoritarismo de Felipe Calderón y su gobierno, y nunca nunca se esperaron que yo fuera a promover, a presentar un proyecto como el que presenté”.37



			Solo varios años después de lo ocurrido Zaldívar comenzó a decir que había sufrido presiones por parte del gobierno. El 23 de febrero de 2022, durante la presentación de su libro 10 años de derechos. Autobiografía jurisprudencial, el ministro en retiro apuntó: “Hoy puedo dar fe de una operación de Estado para proteger a la familia de la esposa del presidente, para proteger a los altos funcionarios públicos de ese gobierno que hoy viene a hablar de Estado de derecho, y de autonomía, y de no sé cuántas cosas sin ninguna autoridad moral para decirlo”.38 A tal punto Zaldívar llegaría a utilizar políticamente el tema de la Guardería ABC que durante la presentación dijo que los papás de los niños le habían contado que el gobierno de Calderón no había permitido que salieran aviones a Sacramento, donde había un hospital esperándolos para poderlos curar, porque no quería que se hiciera grande el escándalo.39



			En varias entrevistas recientes Zaldívar ha repetido que las presiones tenían mucho que ver con el hecho de que su proyecto de resolución del caso asignaba responsabilidades a la familia de Margarita Zavala. El exministro cuenta que entonces el secretario de Gobernación lo fue a ver a su oficina y le comunicó la posición del presidente. Según él, el tono de voz iba subiendo cada vez más hasta que terminaron a los gritos, y en un momento el secretario le habría dicho: “Dice el presidente que no te apoyamos para esto”.40 Zaldívar cuenta que entonces le contestó: “Dile al presidente que postuló un ministro, no designó un secretario de Estado, que yo no soy su empleado y no voy a llevar en mi conciencia la muerte de 49 niños”.41 En un tono heroico, Zaldívar narra que en ese momento llamó a su secretaria y firmó dos ejemplares del proyecto que habría de presentar; pidió que los guardaran bajo llave y que los publicaran a la prensa si a las 8:30 de la mañana del día siguiente no volvía a su oficina. “Era tal la tensión que yo no sabía si iba a poder llegar a la Corte”, cuenta el ministro.42



			Abordé el tema con otro excolaborador de Calderón que pidió no ser identificado. La fuente relató que, antes que presionar al ministro, lo que el gobierno hizo fue litigar aquel criterio de la “responsabilidad por omisión”, tanto por escrito como a través de los alegatos de oídas, “como lo haría cualquier otro implicado en un caso semejante”. En ese contexto, señala: “Fuimos a explicarles en la Corte cómo funcionaba el programa de guarderías, y a conversar, pero nunca le reclamamos ni el presidente le reclamó que él lo había puesto ahí ni nada semejante. Lo que nos preocupaba era a dónde nos iba a llevar ese criterio, especialmente en temas de seguridad”.
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